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RESUMEN 

 

La Ley 1448 de 2011 es la norma que regula la asistencia y atención a víctimas 

del conflicto armado en Colombia, ha sido creada por el Gobierno de la Republica 

para resarcir los daños causados por grupos al margen de la ley que desarrollan 

sus actividades ilícitas en sectores en la mayoría rurales, afectando al sector 

campesino en Colombia. Es apropiado que el Estado cumpla sus fines esenciales 

del derecho garantizando la efectividad de los derechos humanos y resarciendo a 

los que se les ha amenazado vulnerado los mismos o por omisión o negligencia de 

quienes están encargados de la seguridad en el territorio nacional.  
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ABSTRACT 

 

Law 1448 of 2011 is the standard that governs the care and care for victims of the 

armed conflict in Colombia, created by the Government of the Republic for the 

damages caused by groups outside the law develop their illegal activities in sectors 

in mostly rural, affecting the rural sector in Colombia. It is appropriate that the State 

fulfills its essential purposes of the law guaranteeing the realization of human rights 

and repaying those who have been threatened breach thereof or default or 

negligence of those in charge of security in the country. 
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INTRODUCCION 

 

Colombia, la tierra bonita, prometedora y productiva, puerta de América del Sur, 

vista así desde afuera, hace mas de 50 años se enfrenta de una manera abrupta, 

descarnada y descarada a uno de los flagelos que más tiempo han ocupado en su 

historia reciente, la violencia. 

 

Es así como simpatizantes de uno u otro partido, beneficiados de uno u otro falso 

mecías con sus bolsillos llenos de dinero sucio o simplemente vecinos en 

desacuerdo, se enfrentan día a día en cada rincón de éste paraíso terrenal 

llenando de dolor, imágenes grotescas y engrosando los libros de Entes 

investigadores con nombres de desaparecidos, masacrados y violentados en 

múltiples modalidades. 

 

Y como la realidad lo muestra, casi que a empellones se abre paso entre dolor y 

lagrimas la necesidad de dar un giro en la historia y bien lo comprende el 

Legislador, que por su parte incluye en el ordenamiento todo un marco normativo 

referente a víctimas, verdad, justicia y reparación, todo a la luz de la justicia 

restaurativa y la ¿igualdad? 

 

No es ajeno para ningún ciudadano de a pie que existe la Ley de Victimas y 



Restitución de Tierras que ofrece múltiples herramientas para hacer efectiva la 

reconstrucción del tejido social, pero lo que muchos no comprenden es su 

magnitud, su alcance y la capacidad que deberían tener  todas las personas, que 

a partir de 1985 fueron objeto de conductas delictivas las cuales generaron daño 

en ellos directamente o en sus familias. 

 

En éste sentido se hace relevante el estudio a cerca de la efectividad del Artículo 6 

contenido en la Ley de Victimas y Restitución de Tierras en concordancia con un 

principio de orden constitucional. La Igualdad. 

 

¿Cuál es el fin perseguido por la ley 1448 de 2011 para la atención de vicitimas en 

Colombia en el cumplimiento de los derechos humanos de las víctimas del 

conflicto armado, haciendo referencia al principio de igualdad? 

 

Para resolver la anterior pregunta investigativa es necesario observar lo que el 

Gobierno quiere implementar dentro del Estado Social de Derecho que tiene por 

nombre justicia restaurativa, determinar las características del conflicto interno 

armado que se ha llevado a cabo por años en Colombia y si verdaderamente se 

están cumpliendo con los fines esenciales del derecho.  

 

Conforme lo anterior, se tomara en cuenta el método de análisis y síntesis, 

determinando casos particulares de vulneración de derechos humanos por el 



Estado Social de Derecho quien debe garantizar seguridad en todo el territorio y 

resarcir a las víctimas que no deben soportar la violencia que ha engendrado 

tantos miedos en la justicia, verdad y reparación.  

 

Se tomara en cuenta todo el material bibliográfico existente que verifique el 

conflicto armado en Colombia y la necesidad en la creación de la norma 

enunciada Ley 1448 del año 2011, para que las víctimas sean resarcidas 

buscando una justicia de verdad y reparación integral por las lesiones que no 

deben soportar ya que es responsabilidad del Estado la guarda de los derechos 

humanos en el territorio nacional. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

JUSTICIA RESTAURATIVA Y CONFLICTO ARMADO INTERNO 

 

Para acercarse al fin último de la Justicia Restaurativa y la Ley de Reparación de 

Victimas se hace necesaria la conceptualización de variables clave dentro de la 

construcción de las mismas. 

 

1. Conflicto Armado Interno: Después de analizar el Conflicto Armado, el Derecho 

Internacional Humanitario procede a definir éste como una de sus variantes de la 

siguiente manera: 

 

“Enfrentamiento armado entre una parte de la población contra el 

Gobierno, o de las fuerzas armadas entre sí, o entre facciones políticas, o 

grupos sociales, étnicos o religiosos, los cuales por las vías políticas 

ordinarias no encuentran satisfacción a sus propósitos o ideales o al 

reconocimiento de sus necesidades de identidad” (Mangas,1992. Pág. 60). 

 

De lo anterior no es complejo concluir que el caso Colombia siempre tuvo los 

requisitos necesarios para que su Estado fuera declarado en Conflicto Armado 

interno, solo que su estructura política hubiera tambaleado asumiendo riesgos, 

que en su momento no eran convenientes para ciertas esferas. 

 



2. Victima: A raíz de su existencia y el rol que venían jugando tanto en el proceso 

penal como en el desarrollo de la Sociedad Colombiana se desarrolla el concepto 

en la Ley 1448 de 2011 con el siguiente encabezado: 

 

“ Aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño 

por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de1985, como consecuencia 

de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 

graves y manifiestas a las Normas Internacionales de Derechos Humanos” 

( Ley 1448 de 2011) 

 

Es importante anotar que desde la misma definición se generan distinciones que 

imprimen de fondo menoscabo en la igualdad del trato a las víctimas, por cuanto 

los afectados por hechos punibles anteriores al 1° de enero de 1985 se excluyen 

de manera tajante, impidiendo el alcance de calidad de víctima y generando más 

daño por todo lo que ello conlleva.  

 

3. Principio de Igualdad: En la sentencia C- 250 de 2012 el Magistrado Humberto 

Sierra Porto aludiendo a la Constitución Política de 1991: 

 

“Estos cuatro contenidos tienen sustento en el artículo 13 constitucional, 

pues mientras el inciso primero del citado precepto señala la igualdad de 

protección, de trato y en el goce de derechos, libertades y oportunidades, 

al igual que la prohibición de discriminación; los incisos segundo y tercero 



contienen  mandatos específicos de trato diferenciado a favor de ciertos 

grupos marginados, discriminados o especialmente vulnerables” (M.P 

Sierra. 2012, Sentencia C-250). 

 

El principio de igualdad en el orden legal Colombiano no debe ser analizado desde 

su concepto sino desde su efectiva aplicación por parte del juez quien es él en 

cargado de garantizar el pleno goce y todas las garantías atinentes a éste principio 

teniendo en cuenta la proporcionalidad al momento de expresarse respecto de un 

caso particular, evaluando pesos y contrapesos, sin olvidar el precedente para 

obtener como resultado la reconstrucción y blindaje del tejido social, desde la 

víctima hasta la comunidad general.  

 

4. Se entiende por reparación de victimas:  

 

“El reconocimiento positivo de la disposición del autor en la asunción de su 

responsabilidad ante las victimas y ante la sociedad.” (M.P Cepeda, 2006 C-370). 

 

Aquí se incluye de manera ahora explicita, que por parte del autor se debe hacer 

de manera necesaria y como parte del proceso, del reconocimiento de la 

responsabilidad del daño causado en todas las esferas del ser encarnado en la 

victima, generándose así la posibilidad factible de caminar hacia la reparación 

integral actuando en conjunto con el Estado y todas las herramientas que éste 

brinda para devolver equilibrio no solo a la víctima, sino a la sociedad que también 



resulta afectada desde la primera esfera que la conforma siendo ésta el individuo.  

 

5. Justicia Restaurativa: 

 

“Todo proceso en que la víctima, el imputado, acusado o sentenciado y la 

sociedad participan conjuntamente de forma activa en la resolución de cuestiones 

derivadas de un delito en busca de un resultado restaurativo, con o sin la 

participación de un facilitador” (Montes, 2008. Pág. 193). 

 

Observando que por parte exclusiva del autor quien es el motor primero de la 

construcción mancomunada de que trata la Justicia Restaurativa; sin dejar de lado 

el papel de la víctima en cuanto a la interacción y como resultado de ello la 

generación productos positivos para que ésa misma conducta no vuelva a afectar 

a la sociedad.  

 

4. Derecho Intencional Humanitario: También conocido como el Derecho de 

Ginebra, éste fue creado para humanizar la guerra por medio de la asistencia 

humanitaria durante el conflicto y persigue básicamente la no vinculación de la 

población civil en las hostilidades. 

 

De manera más precisa éste se define como el “Cuerpo de normas 

Internacionales, de rigen consuetudinario, destinado a ser aplicado en conflictos 

armados y que limita por razones humanitarias, el derecho de las partes en 



conflicto a elegir libremente los medios utilizados en la guerra, o que protege a las 

personas y a los bienes afectados por el conflicto.” (Carranza, 2010. Pág. 38) 

 

5.5. Justicia Transicional: Este es un concepto propio del derecho Internacional 

humanitario “Luego de periodos de violaciones masivas a los Derechos Humanos, 

las transiciones de la guerra a la paz, o de las dictaduras a la democracia, no 

pueden hacerse de cualquier manera, sino que deben tener unos mínimos de 

justicia, asociados al derecho de las víctimas”. (Uprinmi. 2010. Pág. 10). 

 

Es de resaltar la importancia de éste concepto al finalizar un conflicto armado de 

cualquier orden, teniendo en cuenta que al traerlo como parte del andamiaje de 

nuestro bloque de Constitucional por medio de los Tratados de Derecho 

Internacional, abre desde su primer origen el camino de la Reparación Integral a 

las Victimas, contemplando de manera primaria y general unos mínimos de 

Justicia. 

 

DERECHO A LA IGUALDAD 

 

Desde la Constitución Política de 1991 se da relevancia éste derecho que además 

se vuelve un principio para la sana convivencia en nuestro Estado Social de 

Derecho y es así como desde el preámbulo se empieza a mencionar: 

 

“...en ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la 



Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de 

fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la 

convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la 

paz...”(Constitución Política de 1991, Preámbulo) 

 

En su Artículo 2 se expresa respecto de los fines esenciales del Estado, y respecto   

a la Igualdad no puede ser otro que garantizar su efectividad y, en cierta medida, 

La corte constitucional con el paso de los años después de recibir infinidad de 

tutelas por la vulneración de éste derecho ha desarrollado de manera amplia 

suficiente tanto el concepto como su aplicación en diversos campos, pero no es el 

deber ser que en éste caso una víctima se tenga que movilizar para que sea 

amparado su derecho a la igualdad sabiendo que es el Estado el directamente 

responsable por medio de las entidades delegadas para su atención. 

 

Más adelante, el artículo 13 de la Constitución Política señala: 

 

“Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 

protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 

libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de 

sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 

filosófica”.(Gomez,2001.Pag 21) 

 

 



Siendo este articulo de vital importancia por cuanto consagra las especificidades 

contenidas en el derecho a la igualdad, además se reconoce aquí la labor del 

Estado encaminada a remover obstáculos y preparar el camino para efectivizar 

éste. Además consagra el trato igual a iguales pero desigual a desiguales en una 

justa proporción cuando incluye a los sujetos en condiciones objetivas de debilidad 

ya sea por factores físicos, económicos o mentales. 

 

Siendo una de estas condiciones la consagrada en el Artículo 43 de la Carta 

Política al mencionar los derechos de los niños y niñas:  

 

“Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, 

secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos 

riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la 

Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por 

Colombia.”  

 

De esta manera se adoptan los lineamientos de la Convención sobre los Derechos 

del Niño  incluyendo su catalogo de derechos y otorgando el estatus prevalente. 

 

El Articulo 43 sigue ampliando el espectro con el hito de igualdad al hablar de los 

derechos de hombres y mujeres, dejando por sentado en un país de corte 

machista que la mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades y 

termina en teoría con décadas de segregación al elevar a rango Constitucional la 



prohibición de cualquier clase de discriminación hacia la mujer.  

 

Por último en el Art. 95 se concluye éste desarrollo constitucional en lo referente a 

la calidad de colombiano y las obligaciones que éste conlleva en cuanto al 

ejercicio de derechos y libertades. 

 

ALCANCES DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO EN CUANTO A 

LOS AUTORES DE CONDUCTAS BAJO EL PRINCIPIO DE IGUALDAD 

 

Entre las normas fundamentales del Derecho Internacional Humanitario 

aplicables en los Conflictos Armados se encuentra una fundamentales y 

pertinentes en cuanto a su relación con la ley 1448 de 2011, el Conflicto 

Armado Interno presente y reconocido por el Estado Colombiano y el 

principio de Igualdad. “Cualquier persona se beneficiara de las garantías 

judiciales fundamentales” (Hernández. 1994, Pág. 8) 

 

Sobre el entendido que no se puede considerar a nadie culpable de conductas que 

no haya cometido y tampoco se someterá a tratos crueles o degradantes; lo cual 

supone que la victima respetando la igualdad, tampoco está en la facultad de 

victimizar a un sujeto al que no se le haya comprobado una conducta cometida. 

Así como el Derecho Internacional Humanitario es de obligatoria observancia para 

todos los órganos Estatales también lo es para los guerrilleros o insurgentes ya 

que si deciden emplear la violencia bélica, también tienen que cumplir con las 



leyes y costumbres de la guerra. 

 

ANALISIS LEY 1448 DE 2011 

 

1. OBJETO: Esta ley pretende instituir una política que comprenda atención, 

asistencia, reparación y protección a las víctimas de violaciones a los derechos 

humanos o al Derecho Internacional Humanitario. Además proporciona 

herramientas para la reconstrucción de la dignidad y el retorno armónico a la vida 

cotidiana, aplicando de ésta manera los preceptos de la Justicia Transicional en 

Colombia. 

 

2. SUJETOS AMPARADOS: Los destinatarios son las personas que como 

consecuencia de una infracción al Derecho Internacional humanitario, hayan 

sufrido menoscabo en alguno de sus derechos fundamentales. 

 

Por tanto, no se otorga entandar de victima a los sujetos de daño por actos 

cometidos dentro de delincuencia común sobre el entendido que éstos ya son 

amparados por diferentes normativas existentes en el ordenamiento jurídico 

nacional. 

 

3. ESTRUCTURA: En cuanto a su contenido, la ley en mención cuenta con nueve 

(09) títulos que contienen normas sobre disposiciones generales; Derechos de las 

victimas dentro de los procesos Judiciales; Ayuda humanitaria, atención y 



asistencia: Reparación de las víctimas; De a institucionalidad para la atención y 

reparación a las víctimas; Protección integral a los niños, niñas y adolescentes 

victimas; Participación de las víctimas y disposiciones finales.  

 

4. VERDAD, JUSTICIA Y REPARACION: 

 

4.1 VERDAD: Como derecho de las víctimas, incorporado en ésta ley, la verdad 

comprende el “Conjunto de principios para la protección y la promoción de los 

derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad” (Orentlicher, 2005. Pág. 

102.) 

 

Éste pilar contiene tres garantías fundamentales: En primera instancia el derecho 

inalienable a la verdad, que se cimienta sobre la necesidad de los pueblos a 

conocer la verdad respecto de sucesos acaecidos y de las circunstancias como 

estos crímenes  surgieron y se consumaron.  

 

En segunda Instancia  se encuentra el deber de recordar  como necesidad el 

conocimiento de la historia de su opresión como parte de su patrimonio y es por 

esto que el Estado debe tomar las medidas necesarias para que la tradición y la 

historia propia de los pueblos se tejan de manera correcta. Y por último, 

concatenando los anteriores se encuentra el derecho de las victimas a saber la 

verdad respecto de las circunstancias en que se cometieron las violaciones y en 

caso de muerte o desaparición saber la suerte que corrió la víctima. 



 

4.2 JUSTICIA: De manera efectiva en el sentido que no haya lugar a la impunidad 

teniendo como garantías el deber del estado de Investigar y sancionar a quien 

corresponda, el derecho al eficaz acceso a la justicia en cada una de las 

instancias y la materialización del debido proceso.  

 

En la jurisprudencia Constitucional se expresa de la siguiente forma: “ ...que los 

familiares de la persona fallecida y sus representantes legales serán informados 

de las audiencias que se celebren, a las que tendrán acceso, así como a toda 

información pertinente a la investigación y tendrán derecho a presentar otras 

pruebas.”(M.P. Gaviria. Sentencia C-293 de 1995) 

 

4.3 REPARACION: En la ley 1448 de 2011 se contempla éste componente de 

manera integral en dos dimensiones. Una individual que comprende el daño a los 

derechos de la víctima y crea medidas pertinentes adoptando los derechos de 

restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y  garantía de no repetición. 

Y la colectiva que lleva éstos derechos a la comunidad en general  para reparar el 

tejido social que en última instancia también sufre un menoscabo con la ocurrencia 

de violaciones a derechos individuales. 

 

5. PRINCIPIOS RECTORES: Son Principios Rectores de ésta ley la buena fe, 

igualdad de todas las victimas y el enfoque diferencial. 

 



En primera instancia la buena fe pretende que las victimas no sean quienes tienen 

que probar su condición, por tanto su dicho se toma como verdadero y ahora el 

estado se ve obligado a demostrar lo contrario. 

 

La igualdad de las victimas atiende a que de ninguna manera éstas podrán ser 

discriminadas dependiendo de quién fue el victimario. 

 

En cuanto al enfoque diferencial “se debe tener en cuenta la vulnerabilidad de 

algunas víctimas en razón de su edad, genero, orientación sexual y situación de 

discapacidad” (Ley 1448 de 2011. 2011 Pág. 9). 

 

IGUALDAD REAL EN LA LEY 1448 DE 2011  

 

Por la variedad de modalidades en que ocurren las infracciones a derechos 

fundamentales cobijados por ésta norma no se pueden cobijar con igualdad lineal 

con estándares establecidos. Por tanto se hace necesario que el aparato judicial  

en cabeza de los Jueces trate de la misma manera a los iguales, y diferente a los 

desiguales. 

 

Y es el caso de los sujetos con protección especial de rango constitucional, para lo 

cual se generan políticas de atención y reparación integral que respondan a las 

necesidades y derechos de los que por sus condiciones sean diferentes y esto los 

haga más vulnerables. 



 

Teniendo en cuenta lo anterior se catalogan como prevalentes por sus diferencias 

y vulnerabilidad los niños, niñas, mujeres, campesinos y el reconocimiento de los 

derechos de parejas del mismo sexo.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CONCLUSIONES 

 

En toda ley creada en el país debe prevalecer el principio de igualdad de las 

partes en cuanto al cumplimiento de sus derechos y más cuando se es 

víctima por inasistencia del Estado y se ha causado una lesión a los 

derechos humanos.  

 

Toda persona se considera víctima en el caso de sufrir lesiones por conflicto 

armado, cuando se ha estado en lugar de combate por motivos de poder 

político, pensamiento filosófico o religioso, es víctima aquel que sufre un 

perjuicio contra sí mismo o a un familiar o pariente.  

 

El Estado es ente garante de protección de derechos humanos ante el 

organismo internacional y por su incumplimiento puede hacerse acreedor de 

indemnizaciones onerosas que salen de los bolsillos de los habitantes de 

Colombia.  

 

Todos los principios generales del derecho y constitucionales deben 

fundamentar toda norma creada en el ordenamiento jurídico, ninguna puede 

violentar la constitución o recibir un trato diferenciatorio por raza, genero, 

religión, profesión, etc; sino que en el caso de sufrir un perjuicio por conflicto 



armado deben ser resarcidas por la justicia restaurativa buscando, la verdad, 

justicia y reparación proporcional conforme al daño recibido contra sí mismo 

o su familia, atendiendo los requisitos y las pruebas en los que se funda la 

pretensión en este clase de procesos en contra del Estado. 
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